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Las relaciones intergubernamentales 
a raíz de la reforma del Estado en Venezuela: 
¿ficción o realidad? 

Matheus l., María Milagros· 

Resumen 
Este artículo explora el ámbito de .2laciones intergubernamentales en Vene­

zuela en sus diferentes niveles, dada la importancia que las mismas presentan en el pro­
ceso de transferencia de competencias y servicios para los Estados y los Municipios. El 
éxito de la descentralización dependerá de la adecuada coordinación y negociación a fin 
de alcanzar los objetivos planteados. Se realiza un estudio comparativo de los Estados 
Aragua y Carabobo y se concluye que no existe un sistema de coordinación eficaz que re­
gule u organice la nueva realidad polftico-administrativa de tales estados. En consecuen­
cia, urge la ruptura con el excesivo formalismo que ha propiciado el vacío institucional, 
para dar paso a instituciones más eficientes. 
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Inter-Governmental Relations at the Root 
of State Reform in Venezuela: Fiction or Reality? 

Abstract 
This article explores the area of inter-governmental relations in Venezuela at its 

different levels, given the importance 01 the same in the process 01 the transfer of 
competence and services to the state and municipal leveL The success of 
de-centralization depends on adequate coordination and negotiation in order to reach the 
proposed objectives. A comparative study is made of the Carabobo and Aragua States 
and the conclusion is that there in no efficient system of coordination that regulates and 
organizes this new polítical and administrative reality in these states. In consequence, a 
rupture from the excessive formalism that has propitiated this institutional vacuum is 
urged, in order to achieve more efficient institutions. 

Key words: Venezuela, de-centralization, inter-governmental relations, coordination. 

Introducción 

El objeto de este trabajo consiste en 
explorar lo referente a la forma, contenido, 
procedimiento y posibles obstáculos que en­
frentan las instituciones que han sido creadas 
en el nivel nacional y estadal para coordinar el 
procesode negociación en la transferencia de 
servicios. 

Para satisfacer ese propósito se realiza 
un estudio comparativo entre los Estados Ara­
gua y Carabobo sobre la base de leyes aproba­
das en 1997 y entrevistas estructuradas abier­
tas' realizadas a especialistas en ambos Esta­
dos en 1998 1. El artículo se organiza de la si­
guiente forma: en primer lugar se discrimina el 

marco normativo formal que propicia las rela­
ciones intergubernamentales, y posteriormen­
te se hace una evaluación de las instituciones 
surgidas en los Estados Aragua y Carabobo, 
los cuales están situados en la región central 
de Venezuela. 

1. Antecedentes 

La Constitución venezolana vigente es 
el producto del Pacto de Punto Fijo que buscó 
darle estabilidad a la democracia constituida a 
partir de 1958. Uno de los principales objetivos 
de este pacto fue la búsqueda de un sistema 
político integrado, protegido de las amenazas 
autoritarias y del caudillismo regional. En ese 
entonces se hacía necesario fortalecer el cen-

La base de datos de entrevistas a expertos en Carabobo y Aragua realizadas en julio de 1998 

forma parte de un avance de investigación del proyecto: "El Proceso de Institucionalización: 

Relación Estado-Municipio en el Marco de la Reforma del Estado", financiado por CONDES· 

LUZ, que dirige la autora. 



tralismo como medio para garantizar la estabi­
lidad democrática, interpretando con ello que 
un gobiemo central poderoso podía maniobrar 
de manera más rápida y fuerte en contra de 
cualquier intento autoritario que pusiera en pe­
ligro la democracia. El balance de lo sucedido 
entre 1958 y 1988 fue favorable para el robus­
tecimiento de la democracia. No obstante lo 
que fue en principio un buen remedio, con el 
tiempo se convirtió en un veneno contra el pro­
pio sistema político, entre otras razones por la 
pérdida del predominio de los partidos políticos 
como intermediarios entre la sociedad y el Es­
tado; el exagerado centralismo que obstaculi­
zaba el desarrollo de la sociedad civil, limitan­
do su participación organizada; altos grados 
de ineficiencia administrativa y la escasez pre­
supuestaria que da origen a graves tensiones 
sociales, dado el deterioro de los servicios yel 
retroceso de los niveles de vida de los ciudada­
nos (Femández, 1993: 117 y 126). 

Al constituirse el Poder Central como un 
único impulsor de la toma de decisiones, las re­
laciones con los Estados y los Municipios eran 
de subordinación, es decir, los Estados y los 
Municipios sólo existían desde el punto de vis­
ta formal. Es por ello que luego de los conti­
nuos problemas de insatisfacción, como con­
secuencia de niveles de eficacia realmente ba­
jos por parte del Poder Central, es que se im­
pulsa una reforma del Estado para tratar de re­
distribuir el poder social, desde los núcleos 
centralizadores hacia los ciudadanos y desde 
el centro político-administrativo hacia la pro­
vincia (COPRE,1989: 32). 

A través de un consenso político se crea 
la Comisión Presidencial para la Reforma del 
Estado (COPRE), mediante un Decreto presi­
dencial dictado en 1984, con el propósito de 
elaborar propuestas concretas para hacer más 
democrática la sociedad y más eficiente al Es­
tado (COPRE, 1989:19). 

Dentro de los principales objetivos de la 
COPRE, estuvo la necesidad de comenzar por 
un programa de descentralización territorial en 
beneficio de los Estados, dado que si bien los 
Estados son formalmente autónomos, según 

se establece en la Constitución Nacional en su 
artículo 16·, esa autonomía estaba muy com­
prometida en aquello que se refería a su autori­
dad fundamental como lo eran sus Gobema­
dores, la situación misma de ser de libre nom­
bramiento y remoción del Presidente de la Re­
pública dejaba muy poco margen a que esa au­
tonomía consagrada en la Constitución jugara 
un papel importante en la operatividad de las' 
actividades de los Estados. 

Por esta razón era el momento de darle 
vida al artículo 22· de la Constitución Nacio­
nal, donde se dejó abierta la posibilidad de 
crear una ley para elegir a los Gobemadores y 
por allí comenzar el proceso de descentraliza­
ción, está de más decir que era muy importan­
te la mencionada elección directa de Gober­
nadores, pero no lo era todo, también resulta­
ba necesario las transferencias de competen­
cias que tenían que hacerse a los Estados o 
delimitar su ámbito de actuación. En conse­
cuencia, primero fue aprobada la Ley sobre 
Elección y Remoción de los Gobernadores de 
Estado en agosto de 1988 y posteriormente, 
dada su urgencia fue aprobada la Ley Orgáni­
ca de Descentralización, Delimitación y 
Transferencia de Competencias del Poder 
Público en diciembre de 1989. 

Con ambos instrumentos jurídicos se 
abordan dos de los elementos más importan­
tes del proceso descentralizador: por un lado, 
darle al Gobemador una dotación formal y 
efectiva de autonomía política a través de las 
elecciones directas y por el otro lado, determi­
nar y establecer los mecanismos de transfe­
rencia sobre las materias a las cuales los Esta­
dos tendrán que abocarse. 

En el artículo 2° de la Constitución Na­
cional se expresa: "La República de Venezuela 
es un estado federal, en los términos consa­
grados por esta Constitución". Se definen, por 
tanto, las competencias que corresponden al 
Poder Nacional, así como los lineamientos bá­
sicos del ámbito de las administraciones muni­
cipales, por una parte, y por la otra se dispone 
que "Es de la competencia de cada Estado: 
todo lo que no corresponda, de conformidad 
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con esta Constitución, a la competencia nacio­
nal o municipal" (art. 17°, ord. 7°). 

El artículo 136° de la Constitución Na­
cional consagra una enumeración muy ex­
tensa de las materias cuya competencia se 
atribuye al Poder Nacional, tales competen­
cias exceden a las que de ordinario han co­
rrespondido a los Estados federales. Se pue­
de observar, el amplio desglose de compe­
tencias que le otorgó la Constitución al Poder 
Nacional, en algunas materias se contempla 
solamente el establecimiento del régimen o 
de la legislación básica referida a esas mate­
rias. No obstante en otras, se le atribuyen la 
totalidad de las funciones o de los poderes ju­
rídicos relativos a esas materias y aún se 
prevé la posibilidad de asumir todas las fun­
ciones cuando la Ley así lo determine, dejan­
do a los Estados con competencias un tanto 
exiguas sobre las cuales trabajar. 

En el artículo 17° de la Constitución Na­
cional se encuentran expresadas las compe­
tencias de los Estados. La mayoría de las com­
petencias que están expresamente atribuidas 
a los Estados son de tipo organizativo. A este 
respecto, Molina (1991) considera que las 
competencias estadales son exclusivas 
cuando los Estados ejercen tanto la legislación 
como la ejecución de las mismas. La compe­
tencia es concurrente, cuando los diferentes 
Niveles Públicos poseen atribuciones sobre la 
misma materia. 

Cuando las competencias son com­
partidas con el Poder Nacional éste tiene ca­
rácter predominante, los Estados dentro del 
ámbito de las competencias concurrentes, 
tienen a su cargo la ejecución de la norma na­
cional, el poder nacional debería en estos ca­
sos limitarse a fijar los parámetros legislati­
vos fundamentales para darle uniformidad 
en tal sentido al proceso de descentraliza­
ción, pero el desarrollo detallado de la norma 
debe corresponder a los Estados (Molina, 
1991: 204). 

La Ley Orgánica de Descentralización, 
Delimitación y Transferencia de Competencias 
del Poder Público -LODDT- (Congreso de la 
República de Venezuela, 1989), vino a definir 
el marco de la reforma política del Estado, para 
reforzar el federalismo que hasta esa fecha no 
había alcanzado la operatividad necesaria 
para su configuración. 

Es por ello que cobra vida el articulo 
137-' de la Constitución Nacional donde se ex­
presa: "El Congreso, por el voto de las dos ter­
ceras partes de los miembros de cada Cáma­
ra, podrá atribuir a los Estados o a los Munici­
pios determinadas materias de la competencia 
nacional, a fin de promover la descentraliza­
ción administrativa". 

A través del artículo 3° de la LODDT se 
ratifican las competencias exclusivas ya asig­
nadas a los Estados por la Constitución Nacio­
nal, en su artículo 17°. Además de éstas, se­
gún el artículo 11 °ejusdem se le transfieren a 
los Estados las competencias reservadas al 
Poder Nacional. 

El artículo 4° de la LODDT señala las 
competencias concurrentes entre los Niveles 
del Poder Público. En ejercicio de las compe­
tencias concurrentes que establece la Constitu­
ción y conforme a los procedimientos que esta 
Ley señala, serán transferidos progresivamen­
te a los Estados algunos servicios que actual­
mente presta el Poder Nacional. En el ámbito de 
las competencias concurrentes la ley como tal, 
no transfiere nada, sino de lo que se trata es de 
identificar competencias que ya los Estados 
compartían en forma concurrente con el Poder 
Nacional. "Es por ello que la novedad de la ley 
consiste en la consagración del mecanismo de 
transferencia progresiva a los Estados de aque­
llos servicios que actualmente presta el Poder 
Nacional en ejercicio de competencias concu­
rrentes" (Ayala, 1994: 111). 

Como es de observar, la probabilidad 
de éxito que tenga este tipo de competencias 
en cuanto a su funcionamiento, va a estar rela­
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clonada con el rumbo que tomen las relaciones 
intergubernamentales que se produzcan entre 
los diferentes niveles del Poder Público. 

2. Instancias formales 
para propiciar las relaciones 
intergubernamentales 

Entre algunos de los organismos crea­
dos para entablar las relaciones intergubema­
mentales esenciales para el desenvolvimien­
to normal de las relaciones Estados - Repúbli­
ca Municipio se encuentran: La Convención 
de Gobernadores, el Consejo Nacional de Al­
caides, el Ministro de Estado para la Descen­
tralización, la Comisión Nacional para la Des­
centralización, los Organismos Ministeriales 
para la Descentralización, los Organismos 
Regionales de Planificación y Desarrollo del 
Proceso de Descentralización, el Consejo Te­
rritorial de Gobierno, la Asociación de Gober­
nadores, los Comités de Planificación y Coor­
dinación y la Comisión para la Reforma del 
Estado (COPRE). 

La Convención de Gobernadores 
está consagrada en el artículo 190 ordinal 19 
de la Constitución Nacional, en donde se seña­
lan las atribuciones del Presidente de la Repú­
blica y entre otras está la de reunir en conven­
ción a todos o algunos de los Gobernadores de 
las entidades federales para la mejor coordi­
nación de los planes y labores de la adminis­
tración pública. La señalada convención es ra­
tificada por la LODDT, sin embargo, es reco­
mendable, en una reforma constitucional futu­
ra, fusionar tal institución con la Asociación de 
Gobernadores, o crear otro organismo acorde 
con las nuevas experiencias descentralizado­
ras para que colabore de forma más contun­

dente con el proceso de coordinación entre el 
Poder Nacional y el Poder Estadal. 

El Consejo Nacional de Alcaldes 
(Presidente de la República, 1993a) cuyo obje­
tivo fundamental es el de servir de mecanismo 
para la colaboración, cooperación y coordina­
ción de políticas y acciones entre el Poder Na­
cional yel Poder Municipal, en el desarrollo del 
proceso de descentralización administrativa 
hacia los Municipios. 

Los Integrantes del Consejo son: el Pre­
sidente de la República quien lo preside; Minis­
tro de Relaciones Interiores; el Ministro de la 
Secretaria de la Presidencia; el Ministro de Es­
tado para la descentralización2; el Ministro de 
CORDIPLAN; el Presidente de la Fundación 
para el Desarrollo de la Comunidad (FUNDA­
COMUN); un Alcalde de cada Estado designa­
do por la respectiva Asociación o por el Conse­
jo Regional de Gobierno; el alcalde del Munici­
pio Libertador del Distrito Federal y el Alcalde 
que presida la Asociación Venezolana de Coo­
peración Intermunicipal (AVECI). 

Sin embargo, dado el modo en que se 
venía presentando el proceso era necesaria 
una super figura que coordinara, concertara y 
supervisara la ejecución del proceso descentra­
lizador, esa figura es la del Ministro de Estado 
para la Descentralización, tal designación fue 
materializada también a través de decreto (Pre­
sidente de la República, 1993b). La figura del 
Ministro para la descentralización era indispen­
sable para establecer mecanismos de coordi­
nación adecuados entre los ministerios para dar 
un mínimo de coherencia y organicidad al pro­
ceso, aunque la uniformidad no fuese posible 
debido a la variada situación y realidad de los 
t:stat:"éi tBrewer, 1994: 207). Tal y como ya se 
expresó esta figura desapareció. 

2 	 Durante el Gobierno del doctor Caldera fue eliminado y sus atribuciones fueron asumidas por el 

Ministerio de Relaciones Interiores, que es el órgano superior que posee funciones referidas a 

las relaciones administrativas y económicas con los Estados. 
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